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Prólogo


 Hablar de tracto sucesivo, es referirse a la relación que guardan varios actos jurídicos entre sí, de manera que uno es antecedente y origen del otro y así sucesivamente. Es como una cadena que sostiene a un barco amarrado al muelle.

Cada uno de los eslabones de la cadena se sujeta del anterior y a su vez sujeta al que le sigue, de manera que si falta alguno, la cadena se rompe y el barco se conduce a la deriva.

En materia jurídica, el tracto obedece a las formas de adquisición de los derechos.

En nuestra legislación, los medios adquisitivos del dominio y de los derechos reales son limitados, lo que en doctrina se conoce como numerus clausus.

La ley reconoce dos especies de actos adquisitivos de la propiedad, la originaria y la derivada.

Araujo vadivia (Derecho de las Sucesiones. Cajica, 2.ª ed., 1972, pág. 238), con respecto a las formas de adquisición de la propiedad, informa: «La adquisición primitiva (nosotros la denominamos originaria) es la que se refiere a cosa que no ha estado en el patrimonio de persona determinada, es decir, que no ha pertenecido a nadie. Se produce en los casos de ocupación de bienes sin dueño. Las adquisiciones derivadas suponen en cambio que la cosa se transmite de un patrimonio a otro».

En materia inmobiliaria, nuestra legislación solo permite a los particulares adquirir bienes inmuebles de manera derivada, atendiendo a que la propiedad originaria pertenece a la Nación.

El art. 27 constitucional así lo previene, al indicar:

La propiedad de las tierras y aguas comprendidas dentro de los límites del territorio nacional, corresponde originariamente a la Nación, la cual ha tenido y tiene el derecho de transmitir el dominio de ellas a los particulares, constituyendo la propiedad privada.

Si la propiedad de las tierras, es decir sobre los bienes raíces o inmuebles, pertenece originariamente a la Nación, no es permitido a los particulares adquirirla mediante su ocupación, es decir de manera originaria, porque toda la tierra sin dueño conocido, pertenece a la Nación.

En relación con esta afirmación, resulta interesante la cita de Ibarrola (Antonio ibarrola, Cosas y Sucesiones, 7.ª ed., Porrúa, 1991, página 291) respecto de la definición de Baudry-Lacantinerie, según la cual la propiedad es «el derecho en virtud del cual una cosa se encuentra sometida en una forma absoluta y exclusiva a la voluntad y a la acción de una persona». La propiedad es ABSOLUTA, y ello permite rechazar la distinción feudal de que todavía han echado mano en nuestros tiempos algunos autores, entre el DOMINIO DIRECTO y el DOMINIO ÚTIL: el Estado ejerce sobre las cosas y las personas un derecho de soberanía que le permite dictar leyes y exigir que sean obedecidas: pero esas consecuencias nada tienen que ver con un derecho de propiedad que el Estado ejerciese sobre todas las cosas situadas en el territorio nacional, agrega el autor. También debe rechazarse, por lo tanto, como dudosa la expresión DOMINIO EMINENTE, y decir mejor, con Portalís, en la Exposición de Motivos del Código de Napoleón: «"Au citoyen appartient la propriété; au souverain l´empire". Al ciudadano, la propiedad; al soberano, el imperio».

Nuestro derecho reconoce la ocupación como forma de adquirir la propiedad, pero no en materia de inmuebles.

En el Título Cuarto del Libro Segundo, Capítulos II, III y V del Código Civil, se regula como forma originaria de apropiación de animales, tesoros y aguas.

De la Mata PIZAÑA y Garzón JIMÉNEZ (Bienes y Derechos Reales, Porrúa, 1.ª ed., 2005, pág. 124), en referencia a los medios de adquisición de la propiedad, hacen mención a lo expuesto líneas arriba y enuncian a los medios originarios y derivados: «Actualmente sólo pertenece a la primera especie la ocupación, como forma legítima de acceder a la propiedad de un bien mueble sin dueño; a la segunda, el resto de los medios mencionados», refiriéndose a éstos como el acto jurídico, la usucapión, la accesión, la sucesión en personas físicas o morales a través de la herencia, legado, fusión y escisión de sociedades, la adjudicación, la expropiación y la nacionalización.

El Código Civil Español, en sus arts. 609 y 610, en referencia a los modos de adquirir y transmitir la propiedad y los demás derechos reales sobre los bienes en general, menciona en primer término a la ley, seguido por la donación, sucesión testada o intestada, y por consecuencia a ciertos contratos mediante la tradición, así como la prescripción.

Identifica como medio de adquisición, a la ocupación de los bienes apropiables por su naturaleza que carecen de dueño, como los animales que son objeto de caza y pesca, el tesoro oculto y las cosas muebles abandonadas.

De acuerdo con la ley, la propiedad confiere a su titular la potestad de gozar y disponer de la cosa objeto del dominio y ésta no puede ser ocupada contra la voluntad de su dueño, sino por causa de utilidad pública y mediante indemnización (arts. 830 y 831 c.c.).

Este brevísimo preámbulo nos permite comprender la existencia del tracto sucesivo en la transmisión de la propiedad inmueble. Si el dominio y los derechos reales sólo pueden adquirirse de manera derivada, es decir, mediante la transmisión de los mismos por quien acredite poseer el derecho, se admite forzoso el encadenamiento de los actos sucesivos.

Cada transmisión encuentra su origen en el derecho de su transferente y legitima al adquirente para transmitirlo. La adquisición se encuentra vinculada en su origen a la titularidad del derecho de su causante. Si el vínculo se rompe, el pretenso adquirente carece de fundamento legal para adquirir.

El tracto sucesivo se prevé en materia cambiaria y en materia registral. En la primera, el art. 38 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, reconoce propietario de un título de crédito a quien acredite su adquisición mediante una serie ininterrumpida de endosos: «Es propietario de un título nominativo la persona en cuyo favor se expida conforme al art. 23, mientras no haya algún endoso. El tenedor de un título nominativo en que hubiere endosos, se considerará propietario del título, siempre que justifique su derecho mediante una serie no interrumpida de aquéllos...».

En materia registral, este concepto es reconocido mediante el principio de tracto sucesivo, definido por el art. 12 de la Ley Registral en su fracción V, la cual establece: «... Es la concatenación ininterrumpida de inscripciones sobre una misma unidad registral».

Si la transmisión de la propiedad y la constitución de derechos sobre inmuebles solo se autorizan de manera derivada y con el consentimiento de su titular, el derecho del adquirente siempre encontrará su origen en el de su transferente y por lo tanto la concatenación de los actos jurídicos de las transmisiones aseguran su adquisición.

En materia registral, siendo el objeto principal de la institución brindar seguridad jurídica en el tráfico inmobiliario, es decir, en las transmisiones del dominio y de los demás derechos reales, la observancia de este principio garantiza la legitimidad del titular registral y protege al adquirente frente a cualquier tercero.

Así ha sido interpretado jurisdiccionalmente, de acuerdo con la siguiente tesis:

Época: Décima Época

Registro: 160146

Instancia: Primera Sala

Tipo de Tesis: Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Libro VII, abril de 2012, Tomo 1

Materia(s): Civil

Tesis: 1a. XI/2012 (9a.)

Página: 875

PRINCIPIOS DE FE PÚBLICA REGISTRAL Y DE TRACTO SUCESIVO, SU ESTRICTO CUMPLIMIENTO DA LUGAR A ESTIMAR QUE SE ADQUIERE EL INMUEBLE DE SU LEGÍTIMO DUEÑO, QUE EL ASIENTO REGISTRAL SE REPUTE VERDADERO Y QUE SEA OPONIBLE A TERCEROS.

Si bien es cierto que las inscripciones de los actos jurídicos en el Registro Público de la Propiedad tienen efectos declarativos, y no constitutivos, también lo es que excepcionalmente puede darse el caso de que la legitimidad en la adquisición no emane del título de propiedad del vendedor, sino de la fe pública registral, en caso de que un tercero de buena fe adquiera un bien inmueble a título oneroso de quien aparece como propietario en el Registro Público de la Propiedad, lo cual se explica ante la inseguridad jurídica que podría ocasionar dejar desamparado al tercero de buena fe que confió en las inscripciones que constan en el Registro Público de la Propiedad, después de revisar y de cerciorarse de la documentación e inscripciones correspondientes. Precisamente para evitar ese tipo de situaciones, es de suma importancia el cumplimiento estricto del principio de tracto sucesivo, que se refiere a la cadena o secuencia ininterrumpida que debe existir entre cada uno de los titulares de los derechos inscritos en el Registro Público de la Propiedad, el cual requiere de proporcionar los antecedentes registrales del inmueble que se pretende registrar, y tiene por objeto asegurar que el comprador de un bien inmueble lo adquiera de quien tiene el legítimo derecho, con la finalidad de que el asiento registral se repute verdadero y sea oponible a terceros.

Amparo directo en revisión 1669/2011. Candelaria Leura Loredo. 30 de septiembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras.






Tracto sucesivo: material y formal


 La Institución Registral en México tiene efectos declarativos. Esto significa que los actos jurídicos inscribibles, nacen y producen todos sus efectos entre las partes fuera del registro y su inscripción, tiene por finalidad extender estos efectos a cualquier persona que pretenda adquirir un derecho sobre la misma finca y que se oponga al del titular registral.

Cuando traté los principios de Publicidad e Inscripción, reiteradamente precisé la diferencia entre las transmisiones materiales y formales de los títulos inscritos.

El tracto sucesivo admite también esta distinción. Como lo indico en el apartado precedente, el tracto implica la vinculación de los diversos actos jurídicos que inciden sobre una misma finca, de manera que la adquisición del derecho real de propiedad, sólo puede provenir de quien posee ese derecho, atendiendo al principio general en virtud del cual nadie puede dar lo que no tiene.

Por lo tanto, la adquisición siempre deviene de la enajenación producida por su propietario, actualizándose el tracto sucesivo material.

Sin embargo, mientras esta adquisición no se declare al registro, permanecerá oculta a cualquier persona que pretenda adquirir ese mismo derecho del titular registral. Esto implica la fractura del tracto sucesivo con relación al Registro.

Así, el adquirente podrá enajenar su derecho, pero su sucesor no podrá inscribirlo en el Registro, porque se habrá perdido un eslabón de la cadena.

El tracto sucesivo debe observarse materialmente, porque como dice Domínguez Luelmo (Comentarios a la Ley Hipotecaria, Andrés Domínguez Luelmo, 1.ª ed., Thomson Reuters Aranzadi, marzo 2016, pág. 379) «...toda adquisición o transmisión del dominio, al igual que cualquier constitución de un derecho real sobre una finca, debe encontrar su apoyo y su fundamento en un negocio jurídico anterior del que se da publicidad en el Registro de la Propiedad...».

Pero también debe observarse formalmente, porque es la fuente de la legitimación y fe pública registrales. La seguridad del tráfico inmobiliario, se alcanza por la certeza que produce en la aptitud de su titular con respecto a la disposición del derecho anunciado por el registro y esto, aunado a la privativa forma de adquisición de la propiedad y de los derechos reales inmobiliarios en México, a través de actos derivados. Se obtiene mediante la calificación del Registrador con relación a todos los actos jurídicos que le preceden, blindando al adquirente, ahora como nuevo titular registral, de cualquier causa que anule, resuelva o rescinda el derecho de su transferente, porque confió en la fe pública registral y ha inscrito su derecho.

El mismo autor, en referencia al tracto formal dice: «...En sentido formal, el tracto sucesivo exige que cada acto o negocio en virtud del cual se produzca una mutación jurídico-real se corresponda con un asiento diferente, de manera que cada uno de estos asientos figure adecuadamente concatenado al anterior...».

Por lo hasta aquí expuesto, debemos insistir en la imperiosa necesidad de observar el tracto sucesivo material, al transmitir el dominio o derecho real.

Nuestro derecho admite alguna excepción al tracto sucesivo material, al permitir la revalidación de la venta de cosa ajena, sin embargo el principio establece la prohibición de vender si la cosa es ajena. El art. 2,269 c.c. establece: «Ninguno puede vender sino lo que es de su propiedad».

Permite sin embargo revalidarla, si antes de que tenga lugar la evicción, adquiere el vendedor, por cualquier título legítimo, la propiedad de la cosa vendida (art. 2271 c.c.). Esta excepción confirma la regla, cualquier enajenación debe observar el tracto sucesivo material.

El tracto sucesivo formal debe observarse al inscribir la adquisición del derecho en el Registro y no al momento de su celebración.

La disposición legal que así lo establece está dirigida al Registrador, no al adquirente de la finca. El art. 3019 c.c. prevé: «Para inscribir o anotar cualquier título deberá constar previamente inscrito o anotado el derecho de la persona que otorgó aquel o de la que vaya a resultar afectada por la inscripción, a no ser que se trate de una inscripción de inmatriculación judicial».

El Registrador deberá practicar un asiento por cada acto jurídico que incida sobre la finca, así se desprende del art. 25 inciso c) de la LR al establecer: «Cada asiento deberá contener, en todos los casos, lo siguiente:...c) Acto jurídico asentado y los elementos que sean materia de publicidad, en los términos de lo dispuesto por el Código y la presente Ley;...».

Sin embargo, el tracto sucesivo admite, como excepción, la inclusión en un mismo asiento, de otro acto jurídico o situación legal con la que se cumpla formalmente su observancia.






Interrupción del tracto formal


 La interrupción del tracto sucesivo, produce la ineficacia de la legitimación del titular registral para transmitir el derecho inscrito, porque impide conocer la causa de su derecho y su legal adquisición.

Por lo tanto, quien de él adquiere, no queda protegido por la fe pública registral, porque ésta tiene su origen en la confianza que las inscripciones registrales producen en el adquirente, siempre y cuando la causa de la nulidad del derecho no se desprenda del propio registro y en el caso planteado, el desconocimiento de la causa del derecho, al carecer del eslabón que une al titular primigenio con el actual, pone a la deriva la propiedad que ostenta, no se sostiene de un derecho firme, inatacable, por no estar revestido de la fe pública registral.

De acuerdo con nuestro derecho, la interrupción del tracto sucesivo sólo se convalida mediante la inscripción del o de los actos o situaciones jurídicas que lo restablezcan. Pero esto no sucede en otras latitudes.

La Ley Hipotecaria Española prevé la reanudación del tracto sucesivo interrumpido en el art. 208, con aplicación de ciertas reglas del art. 203.

El último de los artículos mencionados se refiere a la inmatriculación de fincas que carecen de antecedente registral y lo denomina «expediente de dominio».

Es un procedimiento ante Notario en su fase no contenciosa, mediante rogación del titular dominical. Se inicia mediante la anotación del nombre del solicitante en el antecedente registral de la finca, sus datos de identificación y su domicilio para recibir notificaciones.

El escrito inicial debe expresar la última inscripción del dominio y las demás inscripciones que se encuentren vigentes de cualquier clase, así como los títulos que justifiquen la adquisición de los titulares intermedios de los que traiga causa y cualesquiera otros que considere oportuno para justificar su petición.

Al escrito deberá acompañar su título de propiedad; certificación catastral descriptiva y gráfica de la parcela, que se correspondan con la de la finca inscrita en el Registro; indicar el nombre de los titulares catastrales y sus domicilios y exhibir los títulos que justifiquen la adquisición de los titulares intermedios de los que traiga causa y cualesquiera otros que considere oportuno para justificar su petición.

Deberá citarse al titular registral del dominio o derecho real inscrito o sus herederos; titulares de cargas, derechos o acciones que puedan gravar la finca; persona de quien provenga la finca o sus causahabientes; titular catastral; poseedor de hecho; ayuntamiento; la administración del dominio público que pudiere verse afectada; a la comunidad, es decir a cualquier persona indeterminada que pueda verse afectada, mediante un edicto en el periódico oficial; los titulares catastrales y registrales de las fincas colindantes.

En la notificación se hará constar el nombre y apellidos, domicilio, estado, profesión, número de documento o código de identidad del promotor y cualesquiera otros datos que puedan facilitar su identificación; los bienes descritos tal como resultan de la certificación catastral de la parcela; la especie de derecho, carga o acción en que, según el promotor, pueda estar interesada la persona notificada; los términos en que, sin merma de sus derechos, podrán inscribirse o anotarse los documentos públicos de que los mismos resulten y, apercibimiento sobre los perjuicios que, de la omisión de la inscripción o anotación, puedan derivarse.

Si todos comparecen y están conformes, se hará constar por el Notario mediante acta que será firmada por todos y se practicará la inscripción si ésta es procedente.

Si alguno no comparece o formula oposición, deberá instaurarse demanda declaratoria del derecho en contra del incompareciente u opositor.

La inscripción practicada como consecuencia del acta notarial o de la sentencia declarativa del derecho, producen los efectos de la fe pública registral.

Pero decía, en la Ciudad de México la interrupción del tracto sólo se convalida mediante la inscripción de los actos omitidos, no obstante, es posible reestablecerlo formalmente sin que se registren todos los actos materiales intermedios. A continuación relato algunos supuestos.






Sociedad conyugal


 Los arts. 3012 CC y 93 RLR en regulación a los gananciales como una forma de adquirir el dominio sobre los inmuebles, regula el tratamiento del tracto sucesivo material derivado de la sociedad conyugal.

Las normas hacen referencia en sus primeros párrafos al tracto formal y legitimación del titular registral, al establecer:

«Tratándose de inmuebles, derechos reales sobre los mismos u otros derechos inscribibles o anotables, la sociedad conyugal no surtirá efectos contra tercero si no consta inscrita en el folio real correspondiente a la finca de que se trate». Consagra en este párrafo los principios de publicidad y legitimación derivada de aquella.

¿En qué consisten los efectos de la sociedad conyugal? He precisado que los efectos son los gananciales, los que constituyen una forma de adquirir bienes.

Por lo tanto, si la sociedad conyugal no se encuentra inscrita en el folio real correspondiente a la unidad básica registral, el o la cónyuge, no obstante haber adquirido derechos sobre el inmueble, no podrán oponer su título al tercero registral si no tuvieron la diligencia de inscribirlo.

La disposición del derecho inscrito a favor de una persona, aún y cuando haya adquirido siendo casado y así conste en el asiento correspondiente, es legítima y el adquirente está protegido por el principio de la fe pública registral. No obstante, es imposible desconocer la existencia de un tracto material por efecto de gananciales a favor del cónyuge, a pesar de la omisión de su inscripción. Este supuesto presupone desde luego la ausencia en el asiento registral del régimen patrimonial del matrimonio del titular registral.

El tracto material se puede formalizar mediante la inscripción del régimen patrimonial del matrimonio, a solicitud de cualquiera de los cónyuges o de cualquier otro interesado y de esta forma se reconocerá la titularidad del cónyuge cuya propiedad no se encuentre inscrita.

Sin embargo, es posible disponer de este derecho sin necesidad de inscribir el régimen patrimonial del matrimonio, si la enajenación o gravamen lo otorgan ambos cónyuges, en observancia a lo dispuesto por el art. 194 del CC. Así lo reconocen las citadas normas, la primera en su párrafo tercero y la segunda en el primero:

«No será necesario inscribir el régimen de sociedad conyugal cuando los documentos presentados los otorgue el titular registral y en los mismos se haga constar su comparecencia independientemente de la autorización o consentimiento de su cónyuge».

En el supuesto de disposición del cónyuge no titular registral, sí se requiere el tracto formal de la titularidad del derecho inscrito a favor del cónyuge, por lo que en este caso será necesario previamente inscribir la sociedad conyugal para legitimarlo.

De nuevo esta disposición está dirigida al registrador, porque la adquisición de los bienes por gananciales se produce por ministerio de la ley, al adquirir bienes cualesquiera de los cónyuges durante la vigencia del matrimonio y que de acuerdo con las capitulaciones matrimoniales deban formar parte de la sociedad conyugal. Así lo reconoce el cuarto párrafo de la disposición del CC:

«Se requiere la inscripción del régimen de sociedad conyugal únicamente cuando por causa de muerte, divorcio o cambio de régimen patrimonial, comparezca el cónyuge del titular registral o su sucesión para disponer de los bienes registrados».

Y esta disposición es exclusivamente para preservar el tracto sucesivo formal en el registro. Se inscribe la sociedad conyugal y los efectos se producen por ministerio de la ley. A partir de la inscripción, los gananciales como título adquisitivo de los derechos sobre la finca, son oponibles a cualquier tercero.

El tracto formal no requiere la inscripción de la aplicación de bienes por liquidación de la sociedad conyugal, la inscripción de ésta es suficiente para legitimar registralmente al cónyuge en la disposición del bien.

El último párrafo de esta norma, confirma su exclusiva aplicación registral, porque reconoce la viabilidad de la disposición del dominio no inscrito y la necesidad de formalizarlo registralmente para legitimar a su disponente. La falta de tracto sucesivo formal en el Registro puede convalidarse después de la disposición material del bien:

«Cuando exista un documento ingresado que requiera del previo registro de un régimen de sociedad conyugal, la solicitud se ingresará al Registro señalándose por el interesado, como trámite de vinculación directa con número de entrada y trámite propio para remitirse al área donde se encuentre el documento al que esté vinculado».

El tracto sucesivo formal, se reanuda mediante la inscripción de la sociedad conyugal, de manera previa a la disposición del derecho inscrito, por quien no aparecía como titular del mismo.

Una aclaración es importante para evitar confusiones. El art. 3012 en estudio, en su párrafo inicial refiere a los efectos de la sociedad conyugal con respecto a los derechos reales u otros derechos sobre inmuebles, inscribibles o anotables.

La expresión inscribibles o anotables pudiera evocar la idea de la inoponibilidad de la adquisición por gananciales a titulares de derechos personales anotados mediante el embargo o el secuestro de la finca.

De ninguna manera debe entenderse así, porque los derechos anotables a que se refiere la norma son los derechos reales sin acceso al registro por deficiencias sustantivas o formales en proceso de declaración, confirmación o formalización de acuerdo a la precisión contenida en este mismo trabajo.

Así lo confirman las tesis sostenidas por los Tribunales Federales que se transcriben a continuación:

Época: Novena Época

Registro: 204977

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Tipo de Tesis: Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo I, junio de 1995

Materia(s): Civil

Tesis: XII.1o.3 C

Página: 444

EMBARGO DE UN BIEN INMUEBLE PERTENECIENTE A LA SOCIEDAD CONYUGAL EN UN JUICIO SEGUIDO CONTRA UNO DE LOS CONSORTES EL CÓNYUGE NO DEMANDADO TIENE INTERÉS JURÍDICO PARA IMPUGNARLO POR LO QUE RESPECTA AL CINCUENTA POR CIENTO QUE LE CORRESPONDE, AUNQUE NO ESTE INSCRITO EN EL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD A NOMBRE DE LA SOCIEDAD.

Si en un juicio seguido en contra de uno de los cónyuges se embarga un bien inmueble adquirido durante la vigencia del matrimonio contraído bajo el régimen de sociedad conyugal, el consorte no demandado tiene interés jurídico para impugnar dicho embargo a través del juicio de amparo por lo que toca al cincuenta por ciento que le corresponde, aunque no esté inscrito en el Registro Público de la Propiedad a nombre de la sociedad conyugal, pues si bien la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia estableció jurisprudencia bajo el rubro «SOCIEDAD CONYUGAL. NECESARIA INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO DE LA PROPIEDAD DE LOS BIENES INMUEBLES A NOMBRE DE LA. PARA QUE SURTA EFECTOS CONTRA TERCEROS», ésta se refiere a los casos en que un tercero de buena fe celebra contrato de compraventa con el cónyuge a nombre de quien aparece inscrito el bien inmueble, en cuyo caso, para que el otro tenga derecho, a impugnar legalmente dicho contrato, es necesario que el bien materia del mismo esté inscrito en el Registro Público de la Propiedad a nombre de la sociedad conyugal, lo que tiene por objeto proteger la buena fe del adquirente, pero esto no sucede en el caso de un embargo efectuado dentro de un juicio seguido únicamente en contra de uno de los cónyuges.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO SEGUNDO CIRCUITO.

Amparo en revisión 241/1994. María del Carmen Blanco Osuna. 20 de abril de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Filiberto Méndez Gutiérrez. Secretaria: María Raquel Lomelí Tispado.

Amparo en revisión 24/1994. Lucía Sánchez de López. 25 de enero de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Filiberto Méndez Gutiérrez. Secretario: Federico García Millán.

Época: Sexta Época

Registro: 820038

Instancia: Tercera Sala

Tipo de Tesis: Jurisprudencia

Fuente: Apéndice de 1985

Parte IV

Materia(s):

Tesis: 280

Página: 789

SOCIEDAD CONYUGAL, NECESARIA INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO DE LA PROPIEDAD DE LOS BIENES INMUEBLES A NOMBRE DE LA, PARA QUE SURTA EFECTOS CONTRA TERCERO.

Si el matrimonio se celebró bajo el régimen de sociedad conyugal y los bienes inmuebles se adquirieron durante su vigencia, en relación a los cónyuges, no hay duda de que tales bienes forman parte de la comunidad, pero ello no significa que tal situación sea oponible frente a terceros de buena fe, si los bienes aparecen inscritos en el Registro Público de la Propiedad a nombre de uno solo de los cónyuges, con quien contrató el tercero, y no de ambos, como debía ser, porque la inscripción en el Registro Público de la Propiedad es la única forma de garantizar los intereses de quienes contratan con los cónyuges casados bajo el régimen de sociedad conyugal, y evitar así que sean defraudados, por ocultaciones o modificaciones de capitulaciones matrimoniales que sólo conocen los cónyuges.

Quinta Época:

Tomo CXIII, Pág. 88. A. D. 720/2052. Asunción Juárez Paniagua. Unanimidad de cuatro votos.

Tomo CXVI, Pág. 32. A. D. 3833/2049. Matilde Cano Vda. de Islas. Unanimidad de cuatro votos.

Tomo CXIX, Pág. 941. A. D. 4520/2053. Bertha Salgado de Cevallos. Unanimidad de cuatro votos.

Sexta Época, Cuarta Parte:

Vol. LXVII, Pág. 48. A. D. 5600/1961. Leopoldo Jiménez Galván. Cinco votos.

Vol. LXVII, Pág. 48. A. D. 5598/1961. María Guadalupe Serrano de Adán. Cinco votos.

Época: Décima Época

Registro: 2004332

Instancia: Primera Sala

Tipo de Tesis: Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Libro XXIII, agosto de 2013, Tomo 1

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 18/2013 (10a.)

Página: 644

SOCIEDAD CONYUGAL NO INSCRITA EN EL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD. EL DERECHO REAL INMOBILIARIO DEL CÓNYUGE QUE NO APARECE EN LA INSCRIPCIÓN NO ES OPONIBLE AL DERECHO REAL DE PROPIEDAD DE QUIEN RESULTÓ ADJUDICATARIO DE BUENA FE EN EL PROCEDIMIENTO DE REMATE Y ADJUDICACIÓN EN UN JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL.

La otrora Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 3a./J. 7/1993, de rubro: «SOCIEDAD CONYUGAL. LA FALTA DE INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD DE LOS BIENES INMUEBLES ADQUIRIDOS DURANTE ELLA, NO IMPIDE QUE EXISTA LEGITIMACIÓN PARA HACER VALER TERCERÍA EXCLUYENTE DE DOMINIO»., sostuvo que la falta de inscripción de la sociedad conyugal en el Registro Público de la Propiedad respecto de un inmueble registrado a nombre de uno de los cónyuges, provoca que el derecho del otro que no aparece en la inscripción no pueda oponerse a un tercero que haya adquirido un derecho real respecto del mismo bien. Ahora bien, en el Código de Comercio el legislador previó que cuando la sentencia de un juicio ejecutivo mercantil es condenatoria y declara procedente la venta de los bienes embargados para hacer pago al acreedor, se tramitará su remate, y que enajenado el bien, ya sea por remate o adjudicación tratándose de inmuebles, el juez y el adjudicatario otorgarán la escritura pública correspondiente ante fedatario público; lo cual permite afirmar que, mediante la tramitación y culminación del procedimiento de remate y adjudicación, derivado de un juicio ejecutivo mercantil, el postor o el adjudicatario adquiere un derecho real de propiedad sobre el inmueble rematado. Consecuentemente, cuando falte la inscripción de la sociedad conyugal en el Registro Público de la Propiedad respecto de un inmueble que se encuentra registrado a nombre de uno de los cónyuges, el derecho real de propiedad del cónyuge que no aparece en la inscripción, derivado de la sociedad conyugal, no puede oponerse al derecho real de propiedad adquirido de buena fe por el postor o el adjudicatario mediante la tramitación y culminación del procedimiento de remate y adjudicación en un juicio ejecutivo mercantil.

Contradicción de tesis 333/2012. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado del Octavo Circuito, actual Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Octavo Circuito, el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito. 16 de enero de 2013. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por lo que hace a la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. mayoría de cuatro votos respecto al fondo. Disidente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez.

Tesis de jurisprudencia 18/2013 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de fecha seis de febrero de dos mil trece.

Nota: Por instrucciones de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la tesis que aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXI, Tomo 1, junio de 2013, página 596; se publica nuevamente con la corrección en el precedente que la propia Sala ordena respecto de los tribunales contendientes.

La tesis de jurisprudencia 3a./J. 7/1993 citada, aparece publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, núm. 66, junio de 1993, página 11.

Época: Novena Época

Registro: 196061

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Tipo de Tesis: Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo VII, junio de 1998

Materia(s): Civil

Tesis: XVII.1o. J/2

Página: 581

SOCIEDAD CONYUGAL. PARA QUE LOS DERECHOS DERIVADOS DE ÉSTA PUEDAN SER OPONIBLES A UN TERCERO QUE ADQUIERE UN BIEN INMUEBLE POR ADJUDICACIÓN EN SUBASTA PÚBLICA. ES NECESARIO QUE DICHO BIEN SE ENCUENTRE INSCRITO A NOMBRE DE LA MISMA EN EL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD.

Si en un juicio ejecutivo mercantil el bien inmueble embargado ya fue materia de remate y adjudicación a un tercero, para que la esposa del demandado en el juicio pueda impugnar el procedimiento a través del juicio de garantías, alegando que le asisten derechos de propiedad sobre el inmueble de mérito por estar casada bajo el régimen de sociedad conyugal, es necesario que dicho inmueble se encuentre inscrito en el Registro Público de la Propiedad a nombre de la citada sociedad, puesto que la persona que adquiere por adjudicación la propiedad de un inmueble, también adquiere un derecho real.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.

Amparo en revisión 199/1992. Carmen Lomelí Pérez viuda de Ríos. 2 de marzo de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Cayetano Hernández Valencia. Secretaria: Sabrina González Lardizábal.

Amparo en revisión 326/1993. Hermelinda Estrada Rosas. 13 de enero de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Agustín Cerón Flores. Secretario: Amador Muñoz Torres.

Amparo en revisión 262/1994. Eloísa Galván Rodríguez. 22 de noviembre de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Agustín Cerón Flores. Secretario: Jesús Manuel Erives García.

Amparo en revisión 372/1997. Idolina Javalera H. de Moreno. 7 de noviembre de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Agustín Cerón Flores. Secretario: Julián Durán de Jesús.

Amparo en revisión 175/1997. Lorenza Aguilera Castillo de Avena. 12 de noviembre de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Agustín Cerón Flores. Secretario: Jesús Manuel Erives García.

Véase: Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, Tomo IV, Materia Civil, tesis 369, página 248, de rubro: «SOCIEDAD CONYUGAL, NECESARIA INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO DE LA PROPIEDAD DE LOS BIENES INMUEBLES A NOMBRE DE LA, PARA QUE SURTA EFECTOS CONTRA TERCERO».

Nota:

Por ejecutoria de fecha 17 de noviembre de 2004, la Primera Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 62/2004-PS en que participó el presente criterio.

Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 333/2012, de la que derivó la tesis jurisprudencial 1a./J. 18/2013 (10a.) de rubro: «SOCIEDAD CONYUGAL NO INSCRITA EN EL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD. EL DERECHO REAL INMOBILIARIO DEL CÓNYUGE QUE NO APARECE EN LA INSCRIPCIÓN NO ES OPONIBLE AL DERECHO REAL DE PROPIEDAD DE QUIEN RESULTÓ ADJUDICATARIO DE BUENA FE EN EL PROCEDIMIENTO DE REMATE Y ADJUDICACIÓN EN UN JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL».

Época: Novena Época

Registro: 186708

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Tipo de Tesis: Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo XV, junio de 2002

Materia(s): Civil

Tesis: VII.3o.C.26 C

Página: 703

TERCERÍA EXCLUYENTE DE DOMINIO. PROCEDE RESPECTO DE UN BIEN EMBARGADO EN UN JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL BASADO EN UN TÍTULO QUIROGRAFARIO, AUN CUANDO AQUÉL NO ESTÉ INSCRITO EN EL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD Y DEL COMERCIO A NOMBRE DE LA SOCIEDAD CONYUGAL.

Cuando el juicio ejecutivo mercantil se promueve sólo contra uno de los cónyuges con base en título quirografario, el bien embargado en la diligencia de requerimiento de pago, embargo y/o emplazamiento que pertenece a la sociedad conyugal y que aún no ha sido adjudicado al actor, puede ser reclamado en la parte proporcional respectiva a través de la tercería excluyente de dominio, por el consorte que no formó parte de la relación procesal, siempre que éste no haya sido quien lo señaló para garantizar el adeudo que le reclama el acreedor en la diligencia relativa; ello en atención a que un derecho personal no puede anteponerse al derecho real que tiene aquél sobre el inmueble secuestrado y, además, porque en términos del art. 14 constitucional nadie puede ser privado de su propiedad sin antes haber sido oído y vencido en juicio. En tales condiciones, resulta irrelevante que el inmueble embargado no se encuentre inscrito en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio a nombre de la sociedad conyugal, puesto que las inscripciones en aquél únicamente tienen efectos declarativos y no constitutivos de derechos, cuyo fin primordial es proteger la buena fe de los adquirentes de un derecho real.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO.

Amparo directo 691/2001. Antolín Hernández Sánchez, endosatario en procuración de Enrique Hernández Ávila. 31 de enero de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Mario A. Flores García. Secretaria: María de Jesús Ruiz Marinero.

Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XV, abril de 2002, página 1348, tesis II.2o.C.344 C, de rubro: «SOCIEDAD CONYUGAL. LEGITIMACIÓN DEL TERCERISTA SI SE DEMUESTRA QUE EL BIEN EMBARGADO PERTENECE A DICHA SOCIEDAD, CORRESPONDIÉNDOLE AL CÓNYUGE LA PARTE PROPORCIONAL RESPECTIVA».

Estas tesis, de manera clara, distinguen entre los derechos reales y los personales y concluyen que la oponibilidad registral opera de manera exclusiva a los titulares o adquirentes de derechos reales, excluyendo la posibilidad de enfrentar derechos personales con derechos reales. De aquí la confirmación de la referencia exclusiva a derechos de esta especie por el art. 3012 en comento, no obstante la inclusión de derechos anotables.

Como podemos observar de las citadas tesis, se basan en el concepto de tercero registral, el cual es concebido como el adquirente de un derecho real de aquél que aparece como titular en el Registro, excluyendo expresamente al titular de un derecho personal o de crédito (embargante).

Esto obedece a la disposición del art. 3009 CC que protege precisamente a este tercero contra cualquier título anterior que se oponga al que él adquiere.

El embargante no adquiere derecho alguno sobre el inmueble, sino sólo a obtener de él su valor para satisfacer el crédito reconocido en la sentencia. Su potestad es frente al Juez, quien hará vender el inmueble en ejecución de su sentencia.

Entonces, el estudio de la norma correlativa en las diversas legislaciones se hace indispensable, porque así como nuestro Código Civil sólo protege al adquirente de un derecho real, otras pueden extender esta protección al titular de un derecho personal una vez individualizado el bien del deudor mediante la traba del embargo. Así se desprende de la siguiente Jurisprudencia:

Época: Décima Época

Registro: 2004609

Instancia: Primera Sala

Tipo de Tesis: Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Libro XXIV, septiembre de 2013, Tomo 1

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 75/2013 (10º.)

Página: 959

TERCEROS PARA EFECTOS REGISTRALES. EL TÉRMINO «GRAVAMEN» PREVISTO EN EL ARTÍCULO 3º., FRACCIÓN XV, DE LA LEY CATASTRAL Y REGISTRAL DEL ESTADO DE SONORA, INCLUYE A LOS EMBARGOS.

La citada fracción establece que «terceros» para efectos registrales, lo son todos aquellos que tengan constituidos derechos reales y gravámenes sobre los bienes o derechos que sean objeto de inscripción. Ahora bien, un embargo constituye un gravamen, al traducirse en una situación de indisponibilidad de los bienes que asegura el cumplimiento de una obligación y, por tanto, implica una afectación o limitación en el derecho que tiene una persona para usar, disfrutar o disponer del bien de que se trate. Si el término gravamen se limitara a la existencia de derechos reales sobre un inmueble, el Registro Público de la Propiedad podría emitir un certificado de libertad de gravámenes atendiendo sólo a la existencia o inexistencia de los derechos reales inscritos, sin estar obligado a reportar los embargos, o cualquier otro tipo de cargas o limitaciones que pesan sobre aquéllos y que hayan sido inscritos, lo cual impediría a los terceros conocer la verdadera situación de los inmuebles y se incumpliría la función de publicidad atribuida a dicho registro, cuyo objeto es brindar estabilidad y seguridad jurídica a la propiedad inmobiliaria. Por tanto, para efectos registrales, el término «gravamen» previsto en el art. 3.º, fracción XV, de la Ley Catastral y Registral del Estado de Sonora, incluye a los embargos, pues debe considerarse todo tipo de cargas, afectaciones o limitaciones que consten en el Registro Público de la Propiedad, independientemente de su naturaleza real o personal. Lo anterior es consistente con la exposición de motivos del legislador y con la interpretación sistemática y armónica de la ley de que se trata, la cual es clara y reiterativa en establecer que la preferencia entre derechos reales y otros derechos y gravámenes, se determina por su fecha de inscripción en el Registro Público de la Propiedad.

Contradicción de tesis 180/2013. Entre las sustentadas por el entonces Primer Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, en apoyo del Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito. 19 de junio de 2013. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos en cuanto a la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras.
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